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Licenciada

Mirely Díaz Girón
Fiscal Adjunta Anticonupción del

Sistema Penal Acusatorio
Ciudad.

Ref.: Restricciones lesalcs al eiercicio de la profcsión de abosado.

Señora Fiscal Adjunta:

Me dirijo a usted en ocasión a dar respuesta a su Nota identificada con el título 'tarpetilla
No.202100047 I 55/8 436/ZEA", de l4 de octubre de 2021 de 2021, recibida en este Despacho en esa misma fech4
media¡rte lacuaf consultr a esta Procuraduría: " Pueden los fwtcionarios públicos, específuamente del lufinisterio de

Economía y Fincuuas, durante horas laborables presentar denuncia y/o querella ante el l,finisterio Público,
actuu¡do en rerysentqción de otros compúeros y de su propia persona, es decir, litigar de motera prfuda. "

Comoquiera que su nota hace referencia a la figura de "peculado", la cual constituye actuación antijurídica propia de

la esfera penal; estimo preciso señalarle que el a¡tículo 2 de la Ley N' 38 de 2000 dispone que las actu,aciones de la

Procur¿duría de la Administración se extienden al rlmbito jurídico adminisfativo del Estado, excluyendo las

funciones jurisdiccionales, legislativas y, en general, las competencias especiales que tengan otros organismos
oficiales; razón por la cual, no conesponde a este Despacho la posible calificación del delito de peculado. Sin
embargo, atendiendo al deber de colaboración previsto en los a¡tículos 75 y 277 del Código Procesal Penal, este

Despacho procede a dar formal respuesta a su solicitud en los términos siguientes:

La Procuraduría de la Adminisración se ha pronunciado en ocasiones anteriores sobre la temática objeto de su

consulta, por lo que estimo pertinente remitfule a los criterios erlemados mediante las notas C-093-15 de 15 de

septiembre de 2015, C47421 de 28 de mayo de 2021, C-103-21 de 23 de julio de 2021 y C-119-21 de 28 de

octubre de 2021, de las cuales le adjunamos copia para su conocimiento.

Por otra parte, el pronurciamiento contenido en la Noa C- 103-21 sostiene, entre otos aspecas:" (...) los abogados
que presten servicios como fimcionmios regiares o uesores jurídicos o cotxullores en aalquier dependencia del
Estado o de los Mmicipios o que ac¡tien en dichas calidades bojo contrato, no paeden litigar en la esfenr
adminislraliva que se rekrcione con *s funciones, o con el Ministeio, entfulad o dependencia oficial s la cual
prcsten sus senicios, a eytensas de ser sancbnados" (Resaltado suplido); ello, con fundamento en el afículo 13

de la tey N' 9 de l8 de abril de

Ef criterio proferido mediante la Nota C-093-15, reiterado en Ia Nota C-074-21, señala entre otros aspectos: " (...) el
artícalo 201 del cuerpo consliÍltcional establece, en su último ¡nrrafo, que 'los servidores públicos estan obligados
a desempeñar personalmenle sus Ímciones, a las que detlicaran el maximo de sus caryidades'; o.timismo, el
artículo 203 del texto coruliatcional, prohíbe a los sertidores piblicos 'desempeñm puestos con jomodüs
simubcneas de trabajo "', A modo de conclmión sobre este último aspecto, se *ñal6: "Por último, consideramos
necesario reilerm el principio corulitucional que establece que los senidores públicos estan obligados a

ente sus Ímciones, a Lx rye dedicrn'm el maximo de sus capacidda, por lo que, no
podnin preslar ns senicbs m jomada simaltdneo u u horaño regular de trabajo. " (Resaltado suplido)
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1984, como quedó modificada por la Ley No8 de 16 de abril de 1993, en concordancia con el artículo 621 del

Codigo Judicial.

Asimismo, atendiendo a lo dispuesto en la normativa especial que regula el procedimieno disciplinario aplicable a

los funcionarios del Ministerio de F-ducacióo en la aludida opinión jurídica se reafirmó el derecho que asiste al

abogado al servicio de dicha entidad ministerial, a gestionar su propia defens4 en su calidad de "intercsado".

También mediante la Nota C-179-21 de 28 de octubre de 2021, nos pronunciamos sobrc el particular (en el caso

específico de aquellos funcionariosjudiciales que siendo abogados enfrentasen procesos disciplinarios), enfatizando

el carácter uniersal que revisen el derecho a deferulene personalmente t y el derecho a ser oíaor, gatulías
judiciales consagradas en tatados intemacionales sobre de derechos humanos adoptados por la República de

Panamá.

Algunos articulos de la Ley N.'63 de 28 de agosto de 2008, por la cual se adopta el Código Procesal Penal,

guardan relación con lo anterior, entre éstos, el a¡tículo 10, que señala, "La defensa de las personas o de sus

derechos es inviolable e irrenunciable, salto que el imputado sea un abogado y decida asumir su

defensa"; y el numeral 2 del artículo 80, referente a los derechos de la víctima, conforme al cual toda

víclima tiene derecho a " lntervenir como querellante en el proceso para exigir la responsabilidad penal
del imputado y obtener la indemnización civil por los daños y perjuicios derivados del delito". Siendo
ello así, en atención al derecho universal a la autodefensa, o en su caso, a ser oído en calidad de víctima y
constituirse en querellante, los abogados al servicio del Estado podrían, siempre que con ello no se viere
afectado el cumplimiento de su jomada laboral3, actuar en nombre propio para la defensa de sus inteteses

personales, en e[ ámbito procesal penal.

Cabe agregar, asimismo, que al tenor del numeral I del artículo 83 del Código Procesal Penal, los

funcionarios públicos tienen la obligación de denunciar acerca de los delitos de acción pública que, en el

ejercicio de sus funciones o en ocasión de estas, lleguen a su conocimiento; situación que lógicamente
también permitiría a los abogados al servicio del Estado, actuar a título personal ante el Ministe¡io
Público, para ponerle en conocimiento de la posible comisión de un hecho punible.

Esperamos de esia manera haberle orientado objetivamente sobre sus intenogantes, en base a lo que establece el

ordenaniento positivo panameño respecto al tema objeto de su consulta, reiteníndole igualmente que la orientación

vertida por este Despacho, no reviste canicter vinculante.

Atentamente.

González tcn
Procurador de la Administración.
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rCon fundamento en el acápite "d)" del numeral 2 del Artículo 8 (Garantías Judiciales) de Ia Convención
Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), incorporada al ordenamiento jurídico panameño
mediante la Ley N'l 5 de 28 de octubre de 1977 y el criteriojurisprudencial externado por la Corte Interamericana de
De¡echos Humanos mediante sentencia de 23 de noviemb¡e de 20 I 0, proferida dentro del caso Vélez Loor vs. Panamá.
2 

Contemplado en el literal "d" del numeral 3 del articulo 14 del Pacto lntemacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo
Protocolo Facultativo fue aprobado mediante la Ley N' I 5 de 2E de octubre de I 976.
3 V.g., cuando mediare permiso otorgado por su superior inmediato o hubiere optado por una licencia sin
sueldo.
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